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CORTE CONSTITUCIONAL


	COMUNICADO No. 12

Marzo 13 de 2013


PAGO DE LOS SALARIOS A LA FAMILIA E HIJOS MENORES DE LA PERSONA DESAPARECIDA DE MANERA FORZADA O INVOLUNTARIA, DEBE CUBRIR TAMBIÉN A LA FAMILIA DEL TRABAJADOR PARTICULAR Y NO SOLO DEL SERVIDOR PÚBLICO, A LOS HIJOS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD Y A LA PAREJA DEL MISMO SEXO
	I. EXPEDIENTE D-9235 - SENTENCIA C-120/13 
M.P. Nilson Pinilla Pinilla 




1. Norma acusada 
LEY 1531 DE 2012

(mayo 23)

Por medio de la cual se crea la Acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles
Artículo 7°. Efectos.
La Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria tendrá los siguientes efectos:
[…]
d) Garantizar la protección de los derechos de la familia y de los hijos menores a percibir los salarios, cuando se trate de un servidor público;
[…]
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “de la familia y de los hijos menores” contenida en el literal d) del artículo 7º de la Ley 1531 de 2012, bajo el entendido de que incluye también a los hijos que se encuentren en situación de discapacidad. 

Segundo.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “cuando se trate de un servidor público”, contenida en el literal d) del artículo 7º de la Ley 1531 de 2012. 

3. Síntesis de los fundamentos 
En el presente caso le correspondió a la Corte definir, si el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa que vulneraría el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.), al no incluir entre los beneficiarios del derecho a percibir los salarios de la persona declarada desaparecida de manera forzada o involuntaria, a la pareja del mismo sexo, a los hijos mayores en situación de discapacidad o que dependan económicamente del desaparecido y a los hijos del trabajador particular. 

En primer lugar, la Corte determinó que si bien es cierto que de una interpretación sistemática de la Ley 1531 de 2012, de la cual hace parte el artículo 7º demandado, podría deducirse la titularidad del derecho de la pareja del mismo sexo a percibir los salarios de la persona desaparecida en forma forzada o involuntaria, toda vez que en el artículo 3º de la citada ley, está comprendida entre los titulares de la acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada, lo cierto es que en el artículo 7º se omitió enumerar entre los beneficiarios de ese derecho, a la pareja del mismo sexo, lo que configura una inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, al contrariar la prohibición de discriminación consagrada en el artículo 13 de la Constitución, por la condición sexual de quien exterioriza su voluntad de formar una pareja, que afecta sus derechos fundamentales y constituye un déficit de protección, omisión que imponía la inclusión a través de una decisión de exequibilidad condicionada del literal d) del artículo 7º de la Ley 1531 de 2012, de la pareja del mismo sexo. 

En segundo lugar, el Tribunal también encontró, que el legislador había omitido, en contravía de lo dispuesto en los artículos 13 y 47 de la Carta Política y el derecho internacional de los derechos humanos, incluir entre quienes deben percibir los salarios de la persona desaparecida de manera forzada o involuntaria, a los hijos mayores en situación de discapacidad, en razón de la especial protección que consagra el ordenamiento constitucional a la población en esta condición, que no admite restricciones a partir de la edad, dadas sus específicas circunstancias. En este evento, la Constitución impone el deber de adoptar medidas de discriminación positiva a favor de personas en situación de discapacidad, para que puedan disfrutar en condición nivelada, hasta donde sea posible, de sus derechos y libertades, lo que implica su plena inclusión social, como manifestación de igualdad real y efectiva. De ahí que la Corte, procediera a incorporar en el condicionamiento de la exequibilidad de la norma demandada, a los hijos en situación de discapacidad. De igual modo, la Corporación precisó que los hijos que dependen económicamente de la persona desaparecida por razón de sus estudios, deben tener derecho a percibir los salarios, máximo hasta los 25 años de edad, al igual que ocurre con la pensión de sobrevivientes que les reconoce la ley. 

Por último, el Tribunal reiteró el precedente sentado en la sentencia C-400/03, en cuanto el legislador no puede dar un trato distinto a las familias e hijos de la persona desaparecida, tomando en consideración su carácter de servidor público. Si bien la calidad de servidor público de la víctima de un delito de desaparición forzada puede tener incidencia en la configuración de circunstancias de agravación punitiva, no debe serlo en la subsunción básica de la conducta típica, ya que no precisa de sujeto pasivo calificado. Advirtió que tanto en el caso del servidor público o del trabajador particular desaparecido de manera forzada, existe una relación de trabajo, con igual presencia vinculante del principio de solidaridad, que fundamenta la obligación de seguir aportando la retribución de la cual depende su familia. Por tal motivo, procedió a declarar inexequible la expresión “cuando se trate de un servidor público”, contenida en el literal d) del artículo 7º de la Ley 1531 de 2012. 

4. Salvamentos y aclaraciones de voto 
Los magistrados Mauricio González Cuervo y Nilson Pinilla Pinilla manifestaron su salvamento de voto parcial, por razones distintas. Para el magistrado González Cuervo aunque la Corte debe garantizar que el legislador proteja sin discriminación a las víctimas del delito de desaparición forzada, considera que no tiene competencia para establecer obligaciones a cargo de los empleadores que no son los causantes de la situación de desaparecimiento, la cual obedece a la ausencia de medidas de protección de las personas debidas, que es un deber constitucional del Estado, no de los particulares. De ahí que no estuvo de acuerdo en la decisión de inexequibilidad parcial del literal d) de la expresión que confería el derecho a percibir los salarios de la persona desaparecida, solamente de los servidores públicos. 

Por su parte, el magistrado Pinilla Pinilla se apartó de la inclusión en el condicionamiento de la pareja del mismo sexo, como beneficiaria de los salarios de la persona desaparecida, toda vez que en su concepto, no se configuraba una omisión legislativa relativa, en la medida en que la propia Ley 1531 de 2012, en su artículo 3º, establece expresamente entre los titulares de la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada y otras formas de desaparición involuntaria y, por ende, como destinatario de los efectos de dicha declaración, a la pareja del mismo sexo.
Los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio, Alexei Julio Estrada y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de aclaraciones de voto relativas a lo que ha sido la línea jurisprudencial trazada en materia de protección integral a la familia, sin discriminación alguna, en particular, de las directrices señaladas en la sentencia C-577/11, respecto de las parejas del mismo sexo.
